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CONSIDERACIONES 

 

Se inadmitirá el recurso de alzada interpuesto por el actor popular frente al auto 

proferido el 13 de diciembre de 2021 por el Juzgado Trece Civil del Circuito de 

Medellín, mediante el cual se aprobó la liquidación de costas y agencias en derecho, 

por las razones que a continuación se exponen: 

 

El Capítulo X de la Ley 472 de 1998 regula lo referente a los recursos y las costas 

en el trámite de la acción popular. Los artículos 36 y 37 ibidem, literalmente 

disponen:  

 

Artículo 36. Recurso de reposición. Contra los autos dictados durante 
el trámite de la Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual 
será interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil.  
 
Artículo 37. Recurso de apelación. El recurso de apelación procederá 
contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y 
oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil, y deberá ser 
resuelto dentro de los veinte (20) días siguientes contados a partir de la 
radicación del expediente en la Secretaría del Tribunal competente.  

 

De las disposiciones en cita, resulta claro que sólo a la sentencia está reservado el 

recurso de apelación; por su parte, los autos que se expidan en el trámite de la 



                                              

  

 

 

acción popular son sólo susceptibles de recurso de reposición (salvo el que decrete 

medidas previas, por disposición especial y expresa del artículo 26 de la Ley 472 de 

1998).  

 

Es de anotar que la regla contenida en el artículo 36 citado, fue declarada exequible 

por la Corte Constitucional mediante sentencia C-377 de 2002, MP: Clara Inés 

Vargas. En esa sentencia se estudió específicamente el cargo que contra la norma 

elevó el actor, para quien la preocupación mayor era que el auto que rechazaba la 

demanda no pudiera ser susceptible del recurso de alzada.  

 

En criterio del demandante la norma impugnada infringe el 
Ordenamiento Fundamental, puesto que al impedir la interposición del 
recurso de apelación, especialmente respecto del auto que rechaza la 
demanda, desconoce el derecho de defensa, el principio de la doble 
instancia y el acceso a la administración de justicia (CP arts. 29, 31 y 
229) así como la efectividad de los derechos e intereses colectivos 
amparados con el ejercicio de las acciones populares. 
 (…) 
En criterio de esta Corporación la determinación que se analiza 
tampoco implica sacrificio alguno del derecho de defensa y del derecho 
de acceder a la administración de justicia (CP arts. 29 y 229), puesto que 
con la consagración del recurso de reposición el accionante puede 
ejercer libremente su derecho de controvertir las decisiones adoptadas 
por el juez durante el trámite de las acciones populares a fin de que éste 
funcionario revise la validez de su propia determinación revocándola o 
reformándola.  

 

Posteriormente, el Consejo de Estado mediante auto del 26 de junio de 2019, 

Radicación número: 25000-23-27-000-2010-02540-01(AP)B, concluyó en el 

mismo sentido anterior: 

 

[L]as decisiones proferidas en el curso de una acción popular son 
susceptibles únicamente del recurso de reposición, salvo la que decreta 
una medida cautelar y la sentencia de primera instancia, decisiones 
contra las cuales procede el de apelación. (…)[E]n atención a la 
celeridad que debe caracterizar las acciones populares es claro que el 
recurso procedente contra las decisiones dictadas en el curso de este 
tipo de acciones es únicamente el de reposición, salvo lo dispuesto 
expresamente en los artículos 26 y 37 de la Ley 472 de 1998 respecto de 
las providencias a través de las cuales se dicta una medida cautelar y se 
profiere sentencia de primera instancia, decisiones estas que son 



                                              

  

 

 

apelables; sin que con dicha limitación se afecte en manera alguna el 
debido proceso o el derecho a la doble instancia conforme el análisis 
efectuado frente al punto por la Corte Constitucional. Entonces es esta 
la oportunidad para que la Sala Plena de esta Corporación reafirme la 
regla en comento según la cual, se insiste, las únicas decisiones apelables 
en acciones populares son el auto que decreta una medida cautelar y la 
sentencia de primera instancia, por lo que todas las demás decisiones 
que se adopten en el trámite de estos procesos son únicamente pasibles 
del recurso de reposición. 

 

Por su parte, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede de 

tutela, ha reiterado su interpretación de que no se admite la apelación autos 

dictados en curso de las acciones populares, según el artículo 36 de la Ley 472 de 

1998. Sobre el particular, en la sentencia STC 9556 de 14 de julio de 2016, dijo que:   

“(...) la decisión del Juzgado accionado que negó la concesión de la 

apelación contra el auto que rechazó por competencia la acción 

popular no se muestra arbitraria o antojadiza, como quiera que se 

fundamentó en el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, que contempla 

este mecanismo de defensa únicamente contra la sentencia de primera 

instancia, ya que los autos que se expidan en el curso de acciones de 

tal naturaleza sólo son susceptibles de reposición, conforme lo prevé 

el canon 36 idem. 

En otra ocasión, la Corte precisó sobre el punto que: 

(…) de la providencia de 10 de octubre de 2007 declarando 

inadmisible el recurso de apelación (…), no se evidencia una actuación 

arbitraria, antojadiza, irreflexiva configurativa de una vía de hecho. Por 

el contrario, exponen con suficiencia y rigor la fundamentación fáctica 

y normativa, la cual, independientemente de compartirse, de ninguna 

manera comportan reproche alguno. (…) A dicho propósito, el 

Tribunal al inadmitir el recurso de apelación, sustentó la decisión en 

los artículos 36 y 37 de la Ley 472 de 1998, en la jurisprudencia 

constitucional, concluyendo su regulación respecto de las sentencias, 

la consagración de la reposición frente a los autos de trámite, incluido 

el auto de rechazo de la demanda, señalando con los principios 

inspiradores de la acción popular, que dicha norma no vulneraba el 

derecho de defensa, el principio de igualdad y el acceso a la 

administración de justicia y que conforme a la regulación integral de 

los recursos no procede dicho recurso respecto del auto de rechazo de 

demanda”. (CSJ STC 22 ene 2008, rad. 2007-02089-00, reiterada en la 



                                              

  

 

 

STC 31 oct. 2013, rad. 00212-01, STC8273-2014 26 jun 2014, STC 

9424 de 13 de julio de 2016 y STC 12865 de 12 de septiembre de 2016). 
 

En síntesis, no sólo la interpretación literal de la la Ley 472 de 1998 permite 

concluir la inapelabilidad del auto que aprueba la liquidación de costas, sino que la 

doctrina de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado y de la Sala Civil de la 

Corte Suprema en sede de tutela, han determinado que la improcedencia de este 

recurso (salvo para el decreto de medidas cautelares) no comporta una 

interpretación violatoria del derecho al debido proceso y a la doble instancia. 

 

DECISIÓN  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho RESUELVE: Inadmitir el recurso de 

apelación interpuesto frente al auto de fecha y origen indicado. Devuélvase 

el expediente al juzgado de origen.  

 

NOTIFÍQUESE 

 

 
 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 
Magistrado 


